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1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por la señora Angélica María Vargas Moreno en contra del Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, del Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, Valle y del Centro Carcelario de Jamundí COJAM, por considerar vulnerado su derecho fundamental al debido proceso. 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 

2.1. Informó la señora Angélica María Vargas Moreno que fue condenada por el Juzgado 30 Penal del Circuito de Cali (sic) a la pena de 52.5 meses de prisión por los delitos de violencia contra servidor público y hurto agravado, a quien se le había concedido el beneficio de la prisión domiciliaria como madre cabeza de familia, hasta el 14 de noviembre de 2015 cuando fue recluida en centro el complejo carcelario de Jamundí COJAM.

Indicó que en la actualidad se encuentra recluida en la cárcel de mujeres de Pereira, por lo que el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad vigila la pena impuesta, despacho al que solicitó el 22 de marzo de 2017 la concesión de la libertad condicional, la cual fue negada con fundamento en que no cumplía el requisito objetivo de haber cumplido las 3/5 partes de la sanción equivalente a 31 meses y 15 días, pues sólo llevaba 21 meses y 2 días.
Puso en conocimiento que el 24 de mayo de 2017 envió dos derechos de petición uno al Juzgado 30 Penal del Circuito (sic) y el otro al Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, ambos de la ciudad de Cali, Valle del Cauca, en los que solicitó que le dieran información sobre la presunta investigación en su contra por el delito de fuga de presos, toda vez que en la decisión tomada por el juez ejecutor de Pereira se consideró que se había evadido de su domicilio, situación que no es clara para la actora.  Al respecto, sólo recibió respuesta del juzgado que la condenó. Así mismo, señaló que había solicitado información al respecto en el COJAM, sin que a la fecha se haya aclaro lo relativo al tiempo que ha descontado de su pena, lo que le ha traído consecuencias irremediables para su libertad condicional.

Consideró  que el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira tomó una decisión sin verificar su situación jurídica, toda vez que no existe respuesta sobre su solicitud de revisión de procesos por el delito de fuga de presos ni tiene información sobre los tiempos descontados por pena.

Por lo anterior, solicitó que se reconozca el tiempo que ha estado en prisión intramural y domiciliaria, en el entendido de que ha descontado físicamente 36 meses y 12 días y ha redimido 2 meses y 13 días para un total de 38 meses y 25 días, por lo que cumple con el requisito objetivo de las 3/5 partes para obtener su libertad condicional (Fls. 1-4).

Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) acta de audiencias preliminares llevadas a cabo el 17 de mayo de 2014 en el Juzgado 30 Penal Municipal con Función de Control de Garantías, ii) oficio No.1270 del 14 de abril de 2016 del Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad donde se le informa a la accionante que había descontado pena en prisión domiciliaria desde el 17 de mayo de 2014 hasta el 25 de julio 2014 cuando se evadió de su residencia, según informe del dragoneante del INPEC de Cali y que ese despacho había oficiado a la oficina jurídica de COJAM para que informaran sobre su situación jurídica y aclararan el tiempo que estuvo descontando pena en ese centro y iii) oficio No.631 del 8 de mayo de 2017 del Juzgado 30 Penal Municipal con función de Control de Garantías de Cali en la que le indican a la actora sobre las audiencias preliminares que realizó ese despacho el 17 de mayo de 2014 y que no eran competentes para pronunciarse frente a los trámites adelantados en los juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad de Cali, Valle (Fls. 5-7)
2.2. Mediante auto del 9 de junio de 2017 se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo y  se ordenó correr traslado de la misma a las autoridades judiciales accionadas (folio 10).

3. RESPUESTA A LA ACCIÓN DE TUTELA
        

3.1. JUZGADO 5º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE CALI, VALLE
Su titular informó que revisado el sistema Siglo XXI, se encontró el proceso radicado al No.76001-60-00-193-2010-04749-00 seguido en contra de la señora Angélica María Vargas Moreno, el cual fue remitido el 13 de enero de 2017 por competencia a los juzgados de ejecución de Pereira, el cual correspondió por reparto al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (folio 16). 
3.2. JUZGADO 2º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, RISARALDA

Informó que la accionante fue condenada por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Santiago de Cali el 7 de julio de 2015 a la pena de 52.5 meses de prisión por el delito de violencia contra servidor público y hurto agravado y que el 16 de febrero de 2017 su despacho avocó el conocimiento de la fase ejecutiva de la sentencia impuesta, por lo que la señora Vargas Moreno solicitó la libertad condicional, la cual fue negada mediante interlocutorio del 22 de marzo de 2017 por no cumplir con el factor objetivo temporal de haber descontado las 3/5 partes de la pena impuesta, tema central de la presente acción al considerar la accionante que en momento alguno se evadió de la detención preventiva domiciliara que le había sido concedida.

Señaló que al haber insistido la accionante de no haberse fugado, se estimó necesario clarificar dicha situación emitiendo dos autos de sustanciación con fechas del 12 de abril de 2017 y del 9 de mayo de 2017, lo cual generó como respuesta por parte del Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Cali, Valle que anexó copia de la denuncia instaurada en contra de la accionante por fuga de presos, información que fue tenida en cuenta al momento de resolver el recurso de reposición interpuesto en contra de la negativa de la libertad condicional.

Agregó que en contra de la decisión de negarle a la señora Vargas Moreno la libertad condicional se interpuso el recurso de apelación, el cual apenas fue concedido en el proveído que mantiene la negativa mencionada, lo que significa que la definición de su pretensión no ha finiquitado en debida forma. Por lo tanto, consideró que con la presente demanda de tutela, lo que se quiere es obviar o apresurar la resolución de un tema que además de ser evidentemente procesal, aún no ha culminado en su trámite ordinario. 

Indicó que con el proveído emitido el 16 de junio de 2017 quedó claramente dilucidado claramente que la accionante se evadió de su detención domiciliaria preventiva, por lo cual no debe prosperar el amparo solicitado (Fl. 17)
Adjuntó copia de los documentos que fundamentan los argumentos expuestos (Fls. 18-30).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que señala que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Colegiatura.

4.2. Problema jurídico
Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades judiciales y el centro carcelario de Jamundí, Valle COJAM vulneraron algún derecho fundamental a la señora Angélica María Vargas Moreno, que amerite la concesión del amparo.

4.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  

Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

4.4.  La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

4.5. Como quiera que uno de las inconformidades de la señora Angélica María Vargas Moreno radica en su descontento con lo decidido por el Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad mediante auto interlocutorio por medio del cual negó la libertad condicional con fundamento en no haber acreditado el requisito objetivo de temporalidad al no haber cumplido con las 3/5 de la pena para su concesión de dicho derecho, resulta necesario señalar que la posibilidad de demandar determinaciones  judiciales por vía de tutela no ha sido un asunto pacífico en el ámbito judicial. Sin embargo, en la jurisprudencia pertinente se ha indicado que se puede controvertir una decisión judicial por esta vía cuando ella constituye lo que se conoce como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo expuesto por la Corte Constitucional sobre el tema así:

“ (…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del supuesto legal ( defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento establecido (defecto procedimental)”.
 

4.5.1. De acuerdo con lo anterior, la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.

Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: 

i) 
Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello.

ii) 
Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.

iii) 
Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

iv)
Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales (Corte constitucional, sentencia T-522/01) o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; 

v) 
Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

vi) 
Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

vii) 
Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado (Corte Constitucional, sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01). 

viii) 
Violación directa de la Constitución. (…)” (Negrillas originales)

4.5.2.  En lo que tiene que ver con el derecho fundamental al debido proceso, el artículo 29 de la Constitución Política determinó lo siguiente (T-081 de 2009):
 
“Se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.
 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.
 
Toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.
 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación al debido proceso”.
 
El derecho al debido proceso contiene de este modo, entre otros el derecho a la defensa, que implica la facultad de ser escuchado en un proceso en el cual se está definiendo la suerte de una controversia, pedir, aportar y controvertir pruebas, formular alegaciones e impugnar las decisiones. El debido proceso, como ya lo ha establecido esta Corporación, “no es solamente poner en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo insinuó Ihering. Con este método se estaría dentro del proceso legal pero lo protegible mediante tutela es más que eso, es el proceso justo, para lo cual hay que respetar los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho mismo”[12].
 
El derecho a la defensa debe estar garantizado en todo el proceso, y su primera garantía se encuentra en el derecho de toda persona al conocimiento de la iniciación de un proceso en su contra en virtud del principio de publicidad.
 
(…) Es así parte esencial del derecho al debido proceso la facultad de ser oído, ya que en caso contrario, es decir, en caso de desarrollo de una litis en el que a una de las partes no se le brindó la posibilidad de defenderse “sería la forma más radical de vulneración del derecho fundamental al debido proceso y de defensa”[14].
 
(…) Considerando precisamente esta posible vulneración al debido proceso, la ley prevé la medida procesal de anulación de las actuaciones surtidas con posterioridad al vicio y que resulten afectadas por éste, señalando expresamente las causales correspondientes en los diversos códigos de procedimiento, “en tanto que lo considera un defecto sustancial grave y desproporcionado que merece protección del derecho a la defensa del demandado”[17] .  (Subrayas propias)
4.5.3. La procedencia excepcional de la tutela

La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela
: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.
Así las cosas, sobreviene memorar la noción de perjuicio irremediable, puesto que como se ha visto, es el factor fundamental para poder examinar en sede constitucional la violación o amenaza al debido proceso administrativo, que alega la parte actora.  A propósito, valga recordar que ninguna discusión amerita comprender que ese derecho alegado, tiene la estirpe iusfundamental pretendida; en realidad, la cuestión medular se centra en la viabilidad por virtud del daño irreparable que se logre invocar y probar.

Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.   Es que no basta la constatación de cualquier perjuicio, en sede de tutela es insuficiente pregonar que todo daño pueda precaverse por esta excepcionalísima vía, debe estar provisto de las características apuntadas, explica la Corte
: “En consecuencia, no todo perjuicio puede ser considerado como irremediable, sino solo aquel que por sus características de inminencia y gravedad, requiera de medidas de protección urgentes e impostergables.”.
4.6. DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el presente asunto, la señora Angélica María Vargas Moreno acude al juez de tutela por cuanto considera que, según sus cálculos, ya ha cumplido las 3/5 partes de la pena de 52.5 meses de prisión que le fue impuesta por los delitos de violencia contra servidor público y hurto agravado.  Para respaldar sus dichos, la accionante insiste que el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira no tuvo en cuenta que existe una solicitud dirigida a la oficina jurídica de la cárcel de Jamundí COJAM con el fin de que se aclare el tiempo en que ella estuvo descontando pena en dicho centro y que además, no existe certeza de que se hubiera evadido mientras estuvo detenida preventivamente en su domicilio.

4.6.2. Sea lo primero precisar que si bien la accionante no aportó copia de la petición elevada al Juzgado 30 Penal del Circuito de Cali (sic), se deduce de la respuesta emitida por el Juez 30 Penal Municipal con función de control de Garantías de Cali, Valle (folio 7), que fue a ese despacho al que se solicitó información acerca de alguna investigación en su contra por fuga de presos y no al juzgado que emitió la condena que actualmente se encuentra purgando por los delitos de violencia contra servidor público y hurto agravado.  Al respecto, se evidencia que a la señora Vargas Moreno en las audiencias preliminares realizadas por ese juzgado de garantías el 17 de mayo de 2014, se le impuso la detención preventiva en la residencia señalada por la misma (folio 5).
4.6.3.  Igualmente, la accionante allegó una copia del oficio No.1270 del 14 de abril de 2016 del Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad donde se le informa a la misma que había descontado pena en prisión domiciliaria desde el 17 de mayo de 2014,según boleta de encarcelación No.092 del 22 de mayo de 2014 emanada por el Juzgado 30 Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Cali hasta el 25 de julio de 2014 cuando se evadió de la residencia, según informe del dragoneante del INPEC de Cali.  Así mismo, en dicho oficio, ese despacho ejecutor le indicó a la actora que se había oficiado a la oficina jurídica de COJAM para que informaran sobre su situación jurídica y aclararan el tiempo que estuvo descontando pena en ese centro en calidad de sindicada e igualmente, se solicitó que remitieran sus tarjetas de entradas y salidas (folio 6). 
4.6.4. Del material probatorio que adjuntó el Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira con la respuesta a la presente demanda de tutela, esta Sala observa que ante el pedimento de libertad condicional por parte de la señora Vargas Moreno, el 22 de marzo de 2017 ese funcionario resolvió negar la misma por no haber cumplido con el requisito objetivo de haber descontado las 3/5 partes de la pena impuesta (Fls. 19 y 20).  Como la accionante solicitó que se tuviera en cuenta el tiempo de detención domiciliaria comprendido entre el 26 de julio de 2014 hasta el 13 de noviembre de 2015, el 12 de abril de 2017 el  despacho profirió un auto mediante el cual dispuso oficiar tanto al Juzgado 4º Penal del Circuito y al Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio de Cali, como al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Jamundí, Valle del Cauca para que informaran desde cuándo la señora Vega Zapata (sic) estaba descontando la pena, toda vez que en la ficha técnica aparecía como fecha de detención el 7 de julio de 2015 (folio 21), solicitud que fue reiterada según lo dispuesto en auto del 9 de mayo de 2017, únicamente al Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio de Cali y al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Jamundí, Valle del Cauca, para lo cual se les concedió 3 días con el fin de que allegaran la documentación requerida (folio 22).  Al respecto, la Juez Coordinadora del Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio de Cali contestó mediante el oficio No.78586 del 18 de mayo de 2017 que pese a que no se había recibido en esa dependencia una solicitud por parte de ese juez ejecutor con respecto a la señora Vargas Moreno, daba a conocer que dicha ciudadana fue vinculada a la actuación a través de las audiencias preliminares concentradas solicitadas por la Fiscalía 19 Seccional URI de Cali y celebradas ante el Juzgado 30 Penal Municipal con funciones de Control de Garantías el 17 de mayo de 2014, indicando que a la señora Vargas Moreno se le  impuso medida de aseguramiento privativa de la libertad consistente en detención preventiva en su residencia, la cual se hizo efectiva mediante boleta de encarcelación No.092 del 22 de mayo de 2014 dirigida al Director de la Cárcel de Mujeres de Jamundí, Valle, pero que posteriormente la señora Vargas Moreno fue denunciada por la autoridad carcelaria por incurrir en el delito de fuga de presos, destacándose en la noticia criminal con SPOA No.76364-6300-242-2014-00209 (folio 23 frente y vuelto), para lo cual anexó copia de los siguientes documentos: i) acta de audiencias preliminares del 17 de mayo de 2014 del Juzgado 30 Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Cali (Fl. 24); ii) boleta de encarcelación No.092 del 22 de mayo de 2014 (Fl. 24 vuelto); iii) oficio No.2423 del 26 de diciembre de 2014 expedido por la Subdirectora del COJAM en el que remitió copia del anoticia criminal No.76364-6300-242-2014-00209 por el delito de fuga de presos a nombre de la señora Vargas Moreno, quien se encontraba en detención domiciliaria (Fls. 25 y 26); iv) oficio No.935 del 16 de marzo de 2016 del sustanciador del Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali dirigido al Centro de Servicios Judiciales de los Juzgados Penales de Cali solicitando que aportara la información sobre el proceso seguido en contra de la señora Vargas Moreno (folio 27); v) oficio No.055179 del 5 de abril del 2016 de la Juez Coordinadora del  Centro de Servicios Judiciales de Cali dirigido al Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esa ciudad, por medio del cual remite la carpeta contentiva de las diligencias adelantadas en contra de la señora Vargas Moreno por los delitos de hurto agravado y violencia contra servidor público (Fl. 28).    Conforme a lo anterior, el 16 de junio de 2017 el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad resolvió no reponer el auto interlocutorio del 22 de marzo de 2017  por medio de cual se negó la libertad condicional por no cumplir con el requisito objetivo; así mismo, dispuso conceder en el efecto devolutivo el recurso de apelación subsidiariamente interpuesto ante el juez de conocimiento  a donde se ordenó enviar la actuación (Fls. 29 y 30).
4.6.5. Así las cosas, resulta necesario señalar que la accionante tuvo la oportunidad de utilizar los recursos de reposición y apelación establecidos en la ley para la protección de sus derechos fundamentales, estando pendiente que se desate el recurso de apelación ante el juez de conocimiento, lo que significa que existe un proceso en curso, lo  constituye razón para concluir la improcedencia del amparo solicitado, debido precisamente a su carácter subsidiario, por cuanto dicho mecanismo no puede ser concebido como un procedimiento paralelo del medio judicial ordinario previsto en la ley, tal como lo indicó la Corte Constitucional de la siguiente manera: “La acción de tutela  no es procedente frente a procesos en trámite o ya extinguidos en los cuales el ordenamiento jurídico tiene establecido medios de defensa judiciales idóneos y eficaces para asegurar la protección de los derechos y las garantías fundamentales, pues en el evento de desconocer esta situación, se estaría quebrantando el mandato del artículo 86 superior y desnaturalizando la figura de la acción de tutela”. (Sentencia T-1343/01)
4.6.6. De acuerdo a lo anterior, esta Colegiatura no advierte de las  decisiones del juez ejecutor accionado alguna actuación arbitraria o caprichosa que constituya una la vía de hecho, toda vez que en la misma se observaron los lineamientos legales y constitucionales que hacen referencia para la concesión o no de la libertad condicional, si se tiene en cuenta que ese funcionario se basó en los elementos materiales probatorios que acreditaron que la señora Vargas Moreno se había evadido de su domicilio, en el cual se encontraba en detención preventiva; de manera tal, que dicha actuación conllevó a una denuncia en su contra por parte del centro carcelario COJAM por el delito de fuga de presos, lo que le impidió descontar físicamente las 3/5 partes de la  pena impuesta por los delitos de violencia contra servidor público y hurto agravado, presupuesto objetivo de procedibilidad para la acceder al derecho reclamad,  máxime que no quedó demostrado alguna de las causales de procedencia especiales o materiales del amparo tutelar contra las sentencias judiciales y que tienen que ver con el defecto orgánico, defecto procedimental absoluto, defecto fáctico, defecto material o sustantivo, error inducido, decisión sin motivación, desconocimiento del precedente o violación directa de la Constitución.   Al respecto, la Corte Constitucional ha referido lo siguiente:
“Es importante advertir que, actualmente la configuración de una vía de hecho no sólo deviene del desconocimiento grosero y protuberante del orden jurídico por parte de las autoridades en sus providencias, sino que también puede estructurarse cuando el juez desconoce el precedente judicial o, si en desarrollo de su labor interpretativa le resta efectividad a los derechos fundamentales. Por ejemplo, la sentencia T-774 del 2004 refirió acerca de la evolución jurisprudencial sobre el concepto de las vías de hecho, ahora denominadas “causales genéricas de procedibilidad contra providencias judiciales”, dijo lo siguiente:

“…el concepto de vía de hecho, en el cual se funda la presente acción de tutela, ha evolucionado en la jurisprudencia constitucional. La Corte ha decantado los conceptos de capricho y arbitrariedad judicial, en los que originalmente se fundaba la noción de vía de hecho. Actualmente no “(…) sólo se trata de los casos en que el juez impone, de manera grosera y burda su voluntad sobre el ordenamiento, sino que incluye aquellos casos en los que se aparta de los precedentes sin argumentar debidamente (capricho) y cuando su discrecionalidad interpretativa se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados (arbitrariedad). Debe advertirse que esta corporación ha señalado que toda actuación estatal, máxime cuando existen amplias facultades discrecionales (a lo que de alguna manera se puede asimilar la libertad hermenéutica del juez), ha de ceñirse a lo razonable. Lo razonable está condicionado, en primera medida, por el respeto a la Constitución”[2]
 
4.6.7.  Así mismo, el principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional al establecer que:    “el juez de tutela no puede entrar a valorar los medios de prueba que fueron objeto de análisis dentro de los procesos ordinarios pues solamente le corresponde verificar si, en la decisión del juez de instancia se hace evidente una irregularidad protuberante, el juez de tutela debe emitir las órdenes sobre los parámetros constitucionales necesarios para que el juez natural pueda corregir su error. En conclusión, los jueces de la República gozan de autonomía en sus decisiones y sus providencias no podrán ser desconocidas ni revaluadas por el juez constitucional, pues este último se debe limitar a determinar si existió o no una vulneración a los derechos fundamentales de los asociados y sólo en esos casos podrá emitir las órdenes al juez natural que permitan enmendar ese defecto.
” (Subrayas propias)
Por lo acabado de subrayar, si se accediera a lo pretendido en la demanda de tutela, sería como desconocer los procedimientos y decisiones que en ejercicio de su competencia emiten los funcionarios judiciales, lo que iría en contraposición a la finalidad de la acción de tutela, por lo tanto, la misma no se puede utilizar como una tercera instancia adicional o paralela para estudiar las determinaciones que en su momento y de acuerdo a su competencia, tomó el juez accionado.

4.6.8. Aunado a lo anterior, la señora Vargas Moreno cuenta con la vía judicial ordinaria para hacer valer sus derechos, lo que hace improcedente la acción de tutela, salvo que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable tal como lo dispone el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, circunstancia que tampoco quedó acreditada en la foliatura, toda vez que ningún elemento de  prueba demuestra que la accionante se encuentra frente a una ocurrencia de inminencia, la urgencia, la gravedad y la impostergabilidad de la acción, por lo que el amparo invocado tampoco puede prosperar.

DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por la señora Angélica María Vargas Moreno en contra del Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, del Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, Valle y del Centro Carcelario de Jamundí, Valle.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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